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Respetados señores: 
  
Me permito remitir contestación a la demanda. 
  
Cordialmente, 
  
  
DIANA MARIA HERNÁNDEZ BARRETO 
Movil: 3108567874 
Abogada Zona 6 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG 
Vicepresidencia Jurídica 
Bogotá, Colombia 

 



 
 

 
                                                      

  

 

 
*20211182539011* 

Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211182539011 
Fecha: 22-09-2021 

 

Señores 

JUZGADO TERCERO ADMNISTRATIVO ORAL DE BUGA 

E. S. D. 

 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA RUBIELA LOPEZ GONZALEZ 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -

FOMAG 

RADICADO:   761113333003202100167 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

 

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO abogada en ejercicio, mayor de edad, 

identificado con  Cédula de Ciudadanía No. 1.022.383.288 de Bogotá y portador de 

la tarjeta profesional No. 290.488 actuando en calidad de apoderada sustituta del 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, conforme consta en el memorial poder 

de sustitución suscrito por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado 

titulado, mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 

de Bogotá D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en 

su la calidad de APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos 

señalados por la Escritura Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la 

Notaría treinta y cuatro (34) del Circulo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por 

escritura No. 1230 de fecha 11 de Septiembre de 2019; por medio del documento 

me permito presentar contestación dentro del presente asunto, conforme a las 

siguientes consideraciones:  

 



 
 

 
                                                      

  

 

 

I. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones presentadas 

dentro de la demanda por carecer de sustento fáctico y legal, como se demostrará a 

continuación y así mismo solicito de manera respetuosa al despacho ABSOLVER a 

la NACION- MAGISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo.   

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DECLARATIVAS: 

 

A LA PRIMERA PRETENSIÓN: Me opongo, como quiera que el acto ficto no es 

objeto de declaratoria de nulidad. 

 

A LA SEGUNDA PRETENSIÓN: Me opongo como quiera que las cesantías ya fueron 

canceladas. 

 

A LA TERCERA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene a la NACION- 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, al pago de la sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez 

que las mismas se encuentran prescritas. 

 

 

DE CONDENA: 

 

A LA PRIMERA PRETENSIÓN: Me opongo, como quiera que el acto ficto no es 

objeto de declaratoria de nulidad. 

 

A LA SEGUNDA PRETENSIÓN: Me opongo como quiera que la sanción moratoria 

se encuentra prescrita, y en todo caso las cesantías se encuentran canceladas. 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

A LA TERCERA PRETENSIÓN: Me opongo como quiera que las pretensiones de la 

demanda no están llamadas a prosperar, razón por la cual no procede el 

reconocimiento y pago de intereses moratorios. 

 

 A LA CUARTA PRETENSIÓN: Me opongo a la declaratoria de condena, toda vez 

que, las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar. 

 

A LA QUINTA PRETENSIÓN: Me opongo al cumplimiento de condena en costas, 

toda vez que, las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar, y 

además deben ser probadas y causadas en el proceso. 

 

 

II. A LOS HECHOS 

 

AL HECHO PRIMERO: No me consta, por cuanto los hechos enunciados por la parte 

actora son ajenos a mi representada. 

 

AL HECHO SEGUNDO: No me consta, por cuanto los hechos enunciados por la parte 

actora son ajenos a mi representada. 

 

AL HECHO TERCERO: No me consta, el hecho no va dirigido en contra de mi 

representada. 

 

AL HECHO CUARTO: No me consta, es un hecho ajeno a mi representada y en todo 

caso tal petición fue radicada ante la secretaría de educación de Tuluá. 

 

AL HECHO QUINTO: No me consta, es un hecho ajeno a mi representada y en todo 

caso tal petición fue radicada ante la secretaría de educación de Tuluá. 

 

AL HECHO SEXTO: No es cierto, tal petición fue radicada ante la secretaría de 

educación de Tuluá. 

 

 



 
 

 
                                                      

  

AL HECHO SEPTIMO: No es un hecho, es una apreciación subjetiva por el 

demandante. 

 

AL HECHO OCTAVO: No me consta tal manifestación, máxime cuando dentro del 

plenario no obra prueba que acredite este supuesto. 

 

 

III. FUNDAMENTOS DE DEFENSA 

 

 

Sea lo primero en señalarse que quien está llamada a responder frente a un eventual 

incumplimiento es la Secretaría de Educación, esto teniendo en cuenta que quien 

funge como empleadora es esta, y mi representada ostenta la calidad de Fondo al 

cual se le consignan tales cesantías, por esta razón no habría condena alguna en 

contra de mi representada, por lo que se considera que dicha entidad debe hacer 

parte en el proceso. 

 

Téngase en cuenta que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

fue creado mediante la Ley 91 de 1989, la cual en su artículo tercero señala que: 

 

“Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 

recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 

economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente 

contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones 

necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la 

Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 

sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada 

con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 

del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 

Nacional.”1  

 

 
1Ley 91 de 1989. (Diciembre 29) Reglamentada Parcialmente por el Decreto Nacional 3752 de 2003. Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=11036#0


 
 

 
                                                      

  

De acuerdo a la normativa previamente señalada,  es imperioso resaltar que el 

correspondiente contrato de Fiducia Mercantil2 fue suscrito por el Gobierno Nacional 

junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 

administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO o fidecomiso.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             

 

De otro lado, se tiene de manera concreta la estipulación que la normatividad ha 

realizado respecto del régimen prestacional a los educadores nacionales más 

concretamente el pago de las cesantías a lo que tienen derecho, de la siguiente 

manera:   

 

Al respecto, el artículo 20 de la Ley 244 de 19953, establece las formas de liquidación 

y plazos para el pago de las cesantías a que tienen derecho los maestros: 

 

“ARTÍCULO 2o. <Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 

1071 de 2006. El nuevo texto es el siguiente:> La entidad pública 

pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, 

a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la 

liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, 

para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para 

el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por 

cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, 

para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 

previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el 

funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 

culpa imputable a este.” 

 

 

 
2 Contrato de Fiducia Mercantil protocolizado en la escritura pública No. 83 del 21/06/1990. Suscrito entre el Ministerio 

de Educación Nacional y Fiduprevisora.  
3 Por medio de la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establecen 
sanciones y se dictan otras disposiciones. 



 
 

 
                                                      

  

 

 

 

 

 

Por otro lado, no se desconoce por parte de esta apoderada judicial la existencia de 

la Sentencia SU 336 del 18 de mayo de 2017, proferida por la Sala Plena de la Corte 

Constitucional, Magistrado Ponente Ivan Humberto Escrucerìa Mayolo. Sentencia 

que sostuvo: 

(…) Por ser un derecho del cual es sujeto todo trabajador sin distinción 

alguna, la Sala concluye que en aplicación de los postulados 

constitucionales, la jurisprudencia de esta Corporación sobre la 

naturaleza de las cesantías y a la luz de los tratados internacionales 

ratificados por Colombia, a los docentes oficiales les es aplicable el 

régimen general contenido en la Ley 244 de 1995, modificado por la Ley 

1071 de 2006, que contempla la posibilidad de reconocer a favor de estos 

la sanción por el pago tardío de las cesantías previamente reconocidas 

(…)  

 

Descendiendo al caso que nos ocupa, y si la posición del despacho es la de acoger 

la sentencia antes mencionada, es claro indicar que la Ley 1071 de 20064, en su 

artículo 50, expresa,  

“La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y 

cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales del servidor público…”.  

 

De tal suerte que las radicaciones de solicitudes de reconocimiento de prestaciones 

deben ser radicadas en la Secretaría de Educación de la respectiva entidad territorial, 

de conformidad con la Sociedad Fiduciaria encargada de administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

 
4 Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales 
a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=315#0


 
 

 
                                                      

  

En este caso, el fondo es el que tiene la función del pago de prestaciones, sin 

embargo, la expedición del acto corresponde a las secretarias de educación y por 

otro lado se encarga a una sociedad fiduciaria de la administración de los recursos 

del fondo, y pagar las prestaciones sociales.  

 

Con lo cual, será la entidad Fiduciaria quien deberá proceder con los pagos 

prestaciones, luego de contar con el acto administrativo emitido por la respectiva 

secretaria, previo el trámite legal para su concesión que compromete el reporte de 

todos los entes comprometidos dentro del salario del docente conforme a derecho 

y a la mayor brevedad posible según la disponibilidad de los recursos provenientes 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

Al respecto, debemos precisar que el Decreto 2831 de 20055, consagró el 

procedimiento exclusivo para el reconocimiento de las prestaciones sociales de los 

docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin 

realizar discriminación alguna respecto del tipo de prestación que se tramite por 

dicho procedimiento, quedando entonces las cesantías sujetas a aquel y excluidas 

por disposición expresa las primas contenidas en el parágrafo 2 de numeral 4 del 

artículo 15 de la misma ley.  

 

En tal sentido, se encuentra que existe una diferencia entre los trámites contenidos 

en el Decreto 2831 de 2005 y la Ley 1071 de 2006, sin embargo, en este tipo de 

asuntos se debe dar aplicación prevalente y preferencial al Decreto 2831 de 2005 

por tratarse de una norma de carácter especial y de un procedimiento exclusivo.  

 

Conforme a lo señalado, el pago se realiza cuando exista la disponibilidad 

presupuestal estricto orden cronológico de aprobación y recepción de las 

resoluciones de acuerdo con la disponibilidad presupuestal con la que cuente de los 

recursos provenientes del Ministerio de Hacienda y Crédito, y esta sujeción, es la que 

precisamente influye en el pago tardío que aduce la demandante, así como también 

en la falta de cumplimiento del ente territorial en las fechas estipuladas 

 

 
5 por el cual se reglamentan el inciso 2° del artículo 3° y el numeral 6 del artículo 7° de la Ley 91 de 1989, y el 
artículo 56 de la Ley 962 de 2005, y se dictan otras disposiciones. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=299#3
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=299#7
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17004#56


 
 

 
                                                      

  

 

Conforme lo anterior, se insiste en que mi representada no está llamada a responder, 

por las sumas reclamadas como quiera que dentro del plenario no obra acto 

administrativo mediante el cual se reconozca y pague las cesantías, pues como se 

dijo en acápites anteriores mi representada reconoce la prestación conforme al acto 

administrativo que lo ordena, pues esta NO OSTENTA LA CALIDAD DE 

EMPLEADORA. 

 

Por otro lado, se considera no es clara la posición de la demandante, pues conforme 

AL HECHO NUMERO 1 AUN SE ENCUENTRA LABORANDO LA ACTORA, PERO 

TAMBIEN SE ENCUENTRA PENSIONADA, y según el artículo 28 de la Constitución 

Política no es posible devengar doble erogación del erario público, y así las cosas al 

momento del reconocimiento de las cesantías definitivas se debió interponer recurso 

contra la misma providencia. 

 

Es pertinente tener en cuenta lo señalado en sentencia del 21 de marzo de 2002, 

Subsección B, Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo, del Consejo 

de Estado, C. P. Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado, radicado Interno No. 4238-2001, 

se manifestó:  

 

“… La norma referida no tiene un alcance estrictamente privatista y siendo así, no 

existen elementos indicadores que permitan deducir que la expresión trienal está 

limitada a temas tratados específicamente para regular el sector privado. En 

consecuencia, la PRESCRIPCIÓN contemplada en el artículo 151 del C.P.L., abarca los 

derechos tanto de los servidores públicos como de los trabajadores particulares, a 

menos que existan normas especiales que regulen términos prescriptivos, 

verbigracia el artículo 23 del Decreto-Ley 1045 de 1978… 

 

Teniendo en cuenta lo anterior es procedente la aplicación de prescripción frente a 

las cesantías definitivas. 

 

De otra parte, la sentencia del 25 de agosto de 2016, sección segunda, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, del Consejo de Estado, C. P Dr. Luis Rafael Vergara 

Quintero Rad. 08001-23-31-000-2011-00628-01 estableció: 



 
 

 
                                                      

  

 

Las cesantías constituyen un “ahorro” del trabajador, a ser reclamado al terminar su 

relación laboral, con el objeto de cubrir la contingencia de quedar cesante. Al tener 

esa naturaleza de ahorro, producto de un emolumento -prestación- causado a su 

favor durante ese vínculo, no se puede predicar la prescripción respecto de las sumas 

que la componen, así ocurría respecto de las cesantías bajo la modalidad de 

liquidación con retroactividad y así ha de predicarse respectos de las mismas, bajo 

el régimen de liquidación anualizado(…)Respecto de las cesantías anualizadas, en el 

marco de la Ley 50 de 1990, no se aplica el fenómeno de prescripción, pues la 

obligación de su consignación en una fecha determinada surge de pleno derecho, 

en virtud de lo dispuesto en la ley, que le concede al empleador un término 

perentorio para realizar el depósito en el fondo administrador al que esté afiliado el 

empleado y la omisión en el cumplimiento de ese término no puede redundar en la 

afectación de los derechos del empleado.  

 

No obstante, cuando se trata de la consignación de las cesantías definitivas, si 

la mora no se produce por negligencia del empleador, sino por una causa 

atribuible al empleado, sí procede el fenómeno prescriptivo, pues en tal caso, 

la omisión de este último en cumplir los requerimientos que el empleador hace 

para disponer su pago, no puede constituir un beneficio a su favor. En los 

anteriores términos se precisa que las cesantías anualizadas no están sometidas al 

fenómeno prescriptivo, mientras que las definitivas sí están sujetas a ese fenómeno. 

 

Conforme lo anterior se considera que opero la prescripción teniendo en cuenta que 

la docente se debió retirar del servicio para el año 2014 fecha en la que se reconoció 

la pensión, excediendo el plazo máximo de tres años para reclamar las 

inconformidad de las cesantías definitivas, y en todo caso conforme a la sentencia 

citada anteriormente la omisión de cumplir con los requerimientos realizados por el 

empleador, no puede constituir un beneficio a su favor, razón por la cual el tiempo 

para configurarse la prescripción debe ser contabilizado desde el retiro del servicio 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

 

 

 

FRENTE A LA SANCIÓN MORATORIA: 

 

Sea lo primero en señalarse que se insiste desde ya que opero la prescripción del 

derecho como quiera que, se acudió ante la jurisdicción contenciosa administrativa 

por fuera de los tres años, establecidos por la Ley y la Jurisprudencia, veamos lo 

dispuesto en la sentencia 00188 del 2018 expedida por el Consejo de Estado, Rad. 

27001-23-33-000-2013-00188-01: 

 

En aplicación del criterio jurisprudencial expuesto, según el cual la sanción moratoria 

es prescriptible y se aplica el término previsto en el artículo 151 del Código de 

Procedimiento Laboral, en el presente asunto se coligen estos aspectos: 

 

 

i)              La demandante formuló petición tendiente a obtener el reconocimiento 

de dicha sanción, el 21 de septiembre de 2009 (fls. 14-26). 

 

ii)             La sanción moratoria se causó a partir del 29 de diciembre de 2009, como 

se analizó precedentemente. 

 

iii)           La señora Elizabeth Nadal Julio presentó solicitud de conciliación prejudicial 

el 11 de diciembre de 2012 ante la Procuraduría 41 judicial II para Asuntos 

Administrativos de Quibdó (fl. 12). 

 

iv)           Entre la fecha en que se causó la sanción moratoria y la fecha en que se 

radicó la solicitud de conciliación extrajudicial transcurrió el término de 2 años, 11 

meses y 11 días. 

 

v)             Según la constancia expedida el 21 de febrero de 2013 la solicitud de 

conciliación se declaró fallida (f. 12), 

 

 vi)           La demanda se radicó el 19 de abril de 2013 (fls 11 y 106). 

 

vii)          Entre la fecha en que se expidió la constancia de conciliación fallida y la 

fecha en que se formuló la demanda trascurrió 1 mes y 28 días. 



 
 

 
                                                      

  

 

viii)        Es decir que desde que se causó la sanción moratoria y hasta que se presentó 

la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho trascurrieron 3 años, 1 mes y 

10 días. 

 

ix)           La demanda debió presentarse el día 20 de marzo de 2013. 

 

Se concluye de lo expuesto que la demandante reclamó su derecho ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo por fuera de los tres años contados a 

partir del día en que se hizo exigible la sanción moratoria y, por lo anterior en el caso 

en concreto operó la prescripción extintiva, objeto del recurso de apelación que se 

analiza. 

 

Frente al caso en concreto se tiene que: 

 

Las pretensiones de la demanda deben ser negadas, como quiera que mi 

representada no tiene injerencia alguna en las sumas reclamadas por la parte actora. 

 

Y a su vez no se entiende porque se reclama solamente hasta el año 2018 la cesantía 

definitiva cuando para el año 2014 se le es reconocida la pensión, en todo caso 

conforme al certificado de cesantías allegado, la obligación se encuentra pagada. 

 

 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

1. NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESA-

RIOS  

 

Conforme al acápite de HECHOS, RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA se 

considera que la secretaria de educación de Tuluá está llamada a responder pues 

es quien ostenta la calidad de empleadora, y si se evidencia que no hubo 

consignación de las cesantías al fondo es quien está llamada a responder. 

 

 



 
 

 
                                                      

  

2. INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA  

 

El oficio que pretender la demandante declarar nulo no puede ser considerado como 

un acto administrativo, razón por la cual a la luz del artículo 169 del CPACA se 

evidencia que está en causal de ineptitud sustantiva de la demanda, y en todo caso 

la parte actora no señala acto administrativo en el que se reconoció la cesantías. 

 

 

Para reforzar dicho argumento me permito traer a colación la sentencia del 27 de 

abril de 2017 proferida por l Tribunal Administrativo de Boyacá Rad. 

15001333300320160009501, en el que se señala lo siguiente. Disponible en: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-

boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-

demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-

sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-

;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1 

 

Al ser objeto de apelación la anterior decisión, el Tribunal Administrativo de Boyacá, 

en primer lugar, recordó que solo los actos administrativos susceptibles de ser 

demandados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, son aquellos que 

crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas. Y que únicamente las decisiones 

de la administración producto de la conclusión de un procedimiento administrativo, 

o los actos de trámite que hagan imposible su continuación son susceptibles de 

control jurisdiccional. 

  

Luego, al analizar el oficio acusado, efectivamente encontró que no tenía el carácter 

de acto administrativo pasible de control y cuando más podía ser tratado como 

prueba. 

 

Entonces, siendo claro que el oficio acusado no era pasible de control judicial y que 

la resolución demandada no afectó la situación de la actora, forzaba concluir que 

existía una ineptitud sustantiva de la demanda en los términos del numeral 3º 

artículo 169 del C.P.A.C.A.  que imponía el rechazo de la misma, pues si bien podría 

adelantarse el proceso hasta la audiencia inicial a fin de establecer cuál fue el acto o 

la operación administrativa que implicó la suspensión de pago de aportes a la 

seguridad social, ello significaría realmente una reforma de la demanda, que 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1
https://www.ramajudicial.gov.co/web/secretaria-tribunal-administrativo-de-boyaca/novedades/-/asset_publisher/Rzp4Ar9WoYtA/content/cuando-el-acto-demandado-no-fue-el-que-afecto-la-situacion-del-actor-existe-ineptitud-sustantiva-de-la-demanda-que-impone-su-rechazo-;jsessionid=89BDB522834041A5A2BE2ECD1B4B04D7.worker1


 
 

 
                                                      

  

rebasaría los límites previstos en el artículo 173-3 del CP ACA al implicar la 

sustitución de todas las pretensiones de la demanda. 

 

V. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Retomando lo señalado, es importante señor Juez advertir que las excepciones que 

se proponen a continuación intentan delimitar la controversia judicial en primer 

debate y salvaguardar los intereses de la NACIÓN – MIINSTERIO DE EDUCACIÓN y 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCILES DEL MAGISTERIO.  

 

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

Conforme al acápite de HECHOS, RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA se 

considera que la secretaria de educación de Tuluá está llamada a responder pues es 

quien ostenta la calidad de empleadora, mi representada se encarga de efectuar los 

pagos que por Resolución se expiden, ya que mi poderdante no expide actos 

administrativos que reconozcan prestaciones económicas. 

 

2. PAGO DE LA OBLIGACION Y COBRO DE LO NO DEBIDO. 

De conformidad con lo señalado en el acápite de hechos, razones y fundamentos de 

la defensa, mi representada no está llamada a responder por las sumas reclamadas, 

conforme al certificado de pago allegado la obligación se encuentra pagada. 

 

3. CADUCIDAD 

De acuerdo a esta excepción, es notable de acuerdo al  No. 3 del artículo 136 del 

Código Contencioso Administrativo6 que no existe termino de caducidad en los 

actos fictos o presuntos y para el caso sub – examine es incierta la afirmación y 

pretensión del accionante y su apoderado, pues en caso que se hubiese dado 

contestación de la solicitud del pago de la sanción moratoria se quebrantaría el 

andar jurídico de ficto o presunto para recrearse un debate jurídico de agotamiento 

 
6 “ARTÍCULO 136. Caducidad de las acciones. 3. La acción sobre los actos presuntos que resuelvan un recurso podrá 

interponerse en cualquier tiempo.” 
 



 
 

 
                                                      

  

de vía gubernativa y contabilidad de términos de acuerdo al artículo 136 No. 27 de 

cuatro (4) meses para interponer acción de nulidad y restablecimiento del derecho 

pretendida en la presente.  

 

En este orden de ideas, solicito en esta instancia su señoría que a petición de la 

suscrita o de oficio se solicite certificación donde conste o no contestación del 

derecho de petición de solicitud de pago de mora.  

 

4. PRESCRIPCION 

 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por la 

demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que 

se hubiere causado en favor de este y que de acuerdo con las normas quedará 

cobijado por el fenómeno de la prescripción, indicando que la misma consiste en la 

formalización de una situación de hecho por el paso del tiempo, lo que produce la 

adquisición o la extinción de una obligación. Esto quiere decir que el derecho a 

desarrollar una determinada acción puede extinguirse cuando pasa una cierta 

cantidad de tiempo y se produce la prescripción. 

 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

Decreto-Ley 2158 DE 1948, dispone: 

 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes 

sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito 

del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero 

sólo por un lapso igual. 

 

 
7 “ARTÍCULO 136. Modificado por el art. 23, Decreto Nacional 2304 de 1989 , Modificado por el art. 44, Ley 446 de 

1998 Caducidad de las acciones. 2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a 
partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, 
los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los 
interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.” 
 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=6542#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=3992#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=3992#1


 
 

 
                                                      

  

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA8, sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución 

Política14 los beneficios laborales mínimos de los trabajadores 

comportan carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la prescripción 

extintiva de esos  

derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de 

salvaguardar la seguridad jurídica en relación con litigios que han de 

ventilarse ante los jueces frente a la inactividad del servidor de reclamar 

su pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno 

prescriptivo se requiere que transcurra el interregno preestablecido 

durante el cual no se hayan realizado las correspondientes solicitudes.” 

 

En este acápite es importante resaltar que la prescripción su señoría se debe 

contabilizar desde el día en que se solicitó las cesantías y luego del cumplimiento 

del día hábil siguiente indicado por la normatividad, es decir 65 o 70 días hábiles, 

teniendo en cuenta el caso concreto. 

 

De lo anterior se intuye que se solicita la cesantía y se contabiliza el término que se 

tiene para el pago de ahí a partir del día siguiente o sea día 71 se contabiliza el 

término que tiene el docente para la reclamación del pago de su cesantía y no como 

se asevera desde el día en que se paga la cesantía. Pues la normatividad es de pleno 

conocimiento de los maestros y saben que solo se tiene 70 días hábiles para el pago 

de su cesantía si transcurre más tiempo y no reclaman el pago su actuación es dolosa 

para que se genere más cantidad de sanción mora, benéfica monetariamente para 

ellos.  

 

 

 

 

 
8 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCIÓN SEGUNDA; Radicación número: 23001-

23-33-000-2013-00260-01(0088-15) CE-SUJ2-005-16; veinticinco (25) de Agosto de dos mil dieciséis (2016) Consejero 
ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER. 



 
 

 
                                                      

  

 

5. COMPENSACIÓN – DEDUCCIÓN DE PAGOS 

 

De cualquier suma de dinero que resulte probada en el proceso a favor del 

demandante y que haya sido pagada por mi representada o esté en proceso 

administrativo de pago.  

6. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo 

fundamental no es la relación del hecho que configuran una determinada excepción, 

sino la prueba de estos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo 

constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 

 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas 

pertinentes, así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan 

probadas de conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

 

IV. PRUEBAS 

 

Solicito que se tenga como acerbo probatorio las documentales aportadas en la 

demanda y que hagan referencia a mi representada y las que se acompañan tales 

como: 

- Certificado de pago de cesantías 

- Certificado de no antecedentes. 

 

VI. ANEXOS 

 

- Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

- Certificado de pago de cesantías 

- Certificado de no antecedentes. 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

VII. PETICION 

 

Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia 

anticipada, teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los 

presupuestos contemplados por el artículo 182 A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de Contencioso Administrativo, adicionado por el artículo 42 de la 

Ley 2080.  

  

En efecto, nótese que a la fecha no se ha evacuado la audiencia inicial, aunado al 

hecho que, las pruebas a decretar y practicar solo son documentales, sobre las 

cuales, es de resaltar, las partes no han manifestado reparo alguno, circunstancia por 

la cual, el despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia que en derecho 

corresponda sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el artículo 179 

Ibídem.  

  

Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  

  

“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

  

1. Antes de la audiencia inicial: (…)  c) Cuando solo se solicite tener como 

pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas 

no se hubiese formulado tacha o desconocimiento. (…)”  

 

 

Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se 

aplican en forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se han 

empezado actuación o diligencia conforme a la ley procesal derogada o modificada, 

luego el artículo 42 de la Ley 2080 cuya aplicación se invoca en el presente escrito, 

ya está rigiendo. 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

VII. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada 

en la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico y   

t_dmhernandez@fiduprevisora.com.co 

 

Del señor(a) Juez,  

 
 

 

 

 

 

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO 

CC. No. 1.022.383.288 de Bogotá 

T.P. No. 290.488 del C.S. de la J. 



 
 
 

 

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

          No. 20144 

Señor(es): 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BUGA 

 E.   S.    D. 

 

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado: 761113333003202100167 
Demandante(s): MARIA RUBIELA LOPEZ GONZALEZ 
Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad de apoderado 
de: 
 

 LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, representada por el Doctor LUIS GUSTAVO 
FIERRO MAYA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 
015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, 
lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes;  conforme al Poder General otorgado 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, aclarada 
por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, finalmente  
aclarada por la escritura pública No. 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá. 

 
y/o 

  

 FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General otorgado por su 
Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura Pública No. 1590 del 27 de 
diciembre de 2018, Escritura Pública No. 044 del 25 de enero de 2019 y Escritura Pública No. 0063 del 31 de enero de 2019, 
todas protocolizadas en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado (a)  DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO, identificado (a)  civil y 
profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a favor del 
apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO 
C.C. No. 1.022.383.288 BOGOTA 
T.P.  No. 290.488 del C. S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/portal/
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


 
 

 
                                                      

 
 

 

  

 
 

LA DIRECCION DE PRESTACIONES ECONÓMICAS DEL FONDO DEL MAGISTERIO CERTIFICA: 
 
 

 
 
De conformidad con la información que reposa en los aplicativos oficiales de la entidad nos 
permitimos certificar que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio programó pago 
de Cesantía DEFINITIVA reconocida por la Secretaria de Educación de TULUA, al docente LOPEZ 
GONZALEZ MARIA RUBIELA identificado con CC No. 41687378, Mediante Resolución No. 671 de 
fecha 24 de Julio de 2018, quedando a disposición a partir del 28 de Septiembre de 2018 por valor 
de $3,961,942, a través del Banco BBVA COLOMBIA por ventanilla, en la Sucursal TULUA. 
 
La presente certificación se expide por solicitud del interesado y no tiene carácter de Acto 
Administrativo, la emite Fiduprevisora, actuando en calidad de vocera y administradora del 
Patrimonio Autónomo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en virtud del 
Contrato de Fiducia.  
 
 
Cordialmente,  
  
 
 

CINDY KATHERINE PUENTES AGUAS 

Coordinadora de Nomina 

Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio FOMAG  

  NOMBRE FIRMA FECHA 

PROYECTO Mayerly Guerra    2021-09-22 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones vigentes, por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad, lo 
presentamos para la firma. Radicado de entrada No.     

 
 














































